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Prefacio

A mediados del mes de marzo de 2023 don Henry Boys Loeb, representante de la Editorial Conservadora, me consultó si yo podría presentar la cuarta edición del libro de don Hermógenes Pérez de Arce titulado Historia de la Revolución militar Chilena 1973-1990, trabajo realizado por esa editorial. Le respondí que para mí sería un gran honor y que lo haría con muchísimo agrado.

Como acostumbro a hacerlo cuando he debido presentar libros, los leo de cabo a rabo y, a medida que los voy leyendo, subrayo los párrafos que me han parecido de mayor interés, novedosos o entretenidos, y anoto en una libreta de apuntes las ideas, reflexiones, anécdotas personales o citas de otros autores que van brotando en mi mente a raíz de lo dicho por el autor.

Normalmente, con el escrito resultante de mis apuntes redacto un artículo, del cual extracto los párrafos que considero más apropiados para mi exposición oral, de modo que se ajusten al tiempo asignado para ella.

Como la obra de don Hermógenes —que presenté el 17 de abril, conjuntamente con mi profesor de Instituciones Políticas de Chile y amigo, Gonzalo Rojas Sánchez—1 me resultó tan entretenida, me entusiasmé de tal modo que al leer mis apuntes, me di cuenta que había escrito el esqueleto de un libro al que solo faltaba agregarle carne y músculos y que, como dije en aquella ocasión: "espero que el libro salga prontamente a la luz, si es que alguna casa editorial se atreve a publicarlo, porque donde hay poca justicia es un peligro decir la verdad y porque en tiempos de engaño universal, decir la verdad se convierte en un acto revolucionario".

Algunos días después, don Henry Boys me ofreció publicar el libro bajo el sello de la Editorial Conservadora con el título Gesta Heroica de 1973.

La obra que usted tiene en sus manos está redactada con el formato de una presentación oral, en la que el presentador se está dirigiendo a la audiencia.

Su texto incluye ochenta y un apartados: en unos, transcribo textualmente párrafos del precitado libro Historia de la Revolución Militar Chilena 1973-1990 a los que le agrego algunos comentarios personales; en otros, sin transcribir párrafos de dicho libro, me refiero a diversos temas inspirados en esa obra y que he estimado podrían ser de interés para los lectores.

Además, se incluyen once apéndices y 427 notas con referencias bibliográficas y comentarios que complementan lo expuesto en el cuerpo principal.

Adolfo Paúl Latorre.
Viña del Mar, 11 de septiembre de 2023.


GESTA HEROICA DE 1973

"Si ignoras lo que ocurrió antes de que nacieras, siempre serás un niño".

Marco Tulio Cicerón

"Para liquidar a las naciones lo primero que se hace es quitarles la memoria. Se destruyen sus libros, su cultura, su historia. Y luego viene alguien y les escribe otros libros, les da otra cultura y les inventa otra historia. Entonces la nación comienza lentamente a olvidar lo que es y lo que ha sido".

Milan Kundera

"La primera de todas las fuerzas que dirigen el mundo es la mentira".

Jean Francois Revel

"Donde hay poca justicia es un peligro decir la verdad".

Francisco de Quevedo

"Nadie es más odiado que aquel que dice la verdad".

Platón

"En tiempos de engaño universal, decir la verdad se convierte en un acto revolucionario".

George Orwell

"Las grandes alamedas las abrió el Gobierno Militar".

Gastón Escudero Poblete


Preámbulo

¿Por qué en nuestra patria mantenemos vivos los odios incubados durante la época 1964-1973 y no avanzamos hacia un país fraterno y en paz?

Pienso que ello se debe a que, a diferencia de lo ocurrido al término de la cruentísima Guerra Civil de 1891,2 no hemos perdonado a quienes les tocó vivir el enfrentamiento fratricida al que nos llevaron políticos irresponsables que optaron por la vía violenta como método para conquistar el poder total, refundar a Chile y consolidar la revolución socialista.

Como bien sabemos, la meta de Salvador Allende y de su gobierno era "el socialismo integral, científico, marxista", según lo declaró en la conocida entrevista concedida a Régis Debray3 y que posteriormente dejó de manifiesto, sin muchos rodeos, en su primer mensaje al Congreso Pleno el 21 de mayo de 1971.4 Su meta era aniquilar las instituciones y principios democráticos tradicionales y conquistar el poder total, a fin de ahogar las libertades e imponer un modelo totalitario al estilo cubano, lo que era absolutamente incompatible con el ser nacional.5

Por otra parte, pienso que la mantención de estos odios se debe a que los chilenos no hemos transitado por los caminos de la verdad: verdad indispensable para lograr la reconciliación nacional y que, por motivos diversos, se la calla, se la oculta, se la falsifica o se la tergiversa.6

El mérito de la obra que estamos presentando reside, precisamente, en su contribución al rescate de la verdad; la que está siendo vista con un solo ojo y cuya visión, gracias a una hábil y eficaz labor de propaganda de los sectores políticos de izquierda7 —impulsada a partir del mismo día 11 de septiembre de 1973 por Radio Moscú—8 ha prevalecido sobre la verdad histórica.9

Las alteraciones a la verdad de lo acontecido y los intentos por borrar la verdadera historia10 han sido exitosos. Las consignas y las mentiras11 han logrado lavar los cerebros de muchísimos de nuestros compatriotas —especialmente los de los más jóvenes— como lo denunciara don Hermógenes en su libro Terapia para cerebros lavados en el que, junto con rescatar la verdad histórica, defiende a los militares que han sido y que siguen siendo ilegal, injusta y encarnizadamente perseguidos, procesados y condenados.

Los hechos históricos hablan por sí solos, están ahí, perfectamente documentados y al alcance de quien quiera conocerlos. Sin embargo, en la actualidad, la mayoría de los chilenos cree que los militares asumieron el gobierno por mera ambición de poder, que derrocaron a un gobernante ejemplar de un país idílico y en paz, y que destruyeron la democracia; en circunstancias que ellos solo le dieron sepultura y quienes, con el valioso apoyo de numerosos civiles, la restauraron y rescataron a Chile de sus cenizas, entregando a los civiles en 1990 un país en pleno auge, cuyo estado floreciente nadie discutía.

La mayoría de los chilenos que no vivieron la época de la Unidad Popular —concientizados por permanentes e intensas campañas comunicacionales— creen que los militares eran malvados asesinos que perseguían a pacíficos jóvenes idealistas que solo procuraban el bien de las clases desposeídas. Ellos desconocen que Chile estaba destruido económicamente; que el gobierno había producido "el grave quebrantamiento del orden constitucional y legal de la República", como lo declaró expresamente la Cámara de Diputados; que los políticos habían llevado a Chile a un callejón sin salida que hizo inevitable la intervención militar —como lo reconoció el alto dirigente comunista Luis Guastavino—;12 y que se había gestado en el país un ambiente de violencia y de odios extremos, que dividió a los chilenos en dos bandos irreconciliables y que lo llevó al borde de una guerra civil, que habría sido tanto o más cruenta que la española.

Dicho esto, entremos en materia.


1.Reseña de la obra

La obra comienza con el siguiente párrafo:

"Se ha dicho y escrito abundantemente que la intervención militar del 11 de septiembre de 1973 fue no sólo ilegal e inconstitucional, sino injustificada. El examen objetivo de los hechos señala, por el contrario, que era no sólo justificada, sino inevitable. No había circunstancia racional ni legal alguna que pudiera impedirla".

El autor fundamenta este aserto con innumerables testimonios y documentos históricos a lo largo de dieciocho capítulos, correspondientes a cada uno de los años que abarca la obra, en los que describe la tragedia de la Unidad Popular y los acontecimientos más importantes o destacables ocurridos durante esos años, en los ámbitos político, económico, social y judicial, con especial mención a la permanente acción subversiva y terrorista que debió enfrentar el Gobierno Militar; acciones promovidas por el Partido Comunista y su brazo armado, el Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR), por el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) y por otros movimientos de extrema izquierda; agresión terrorista que los propagandistas afines al marxismo se han encargado de ocultar —y con mucho éxito—, haciendo creer a la opinión pública nacional y mundial que fueron los militares quienes destruyeron la democracia y que perseguían a las personas solo por sus ideas políticas contrarias a las sostenidas por el régimen.

En relación con la agresión terrorista cabría citar a José Gregorio Liendo Vera, militante del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) —de naturaleza marxista-leninista— que asoló extensos territorios del sur de Chile, conocido como "Comandante Pepe", quien ante las preguntas de Nena Ossa, respondió:

"—“¿Cuál es el plan de fondo de ustedes a corto, mediano o largo plazo?”.

—“Tomarnos los campos y los pueblos del sur, violentamente si es necesario, mientras en Santiago el MIR se toma la ciudad y bajan a unirse con nosotros a medio camino”.

—“¿O sea, la meta es ‘tomarse’ todo Chile violentamente? ¿No les importa si muere gente?”.

—“Claro que violentamente. Tiene que morir un millón de chilenos para que el pueblo se compenetre de la revolución y ésta se haga realidad. Con menos muertos no va a resultar”".13

Lamentablemente los jueces ignoran esta agresión terrorista y el contexto histórico de la época al momento de juzgar a los militares y carabineros, los que son condenados a severas penas de prisión, no obstante que los eventuales excesos o delitos cometidos están amnistiados o absolutamente prescritos; amnistía y prescripción que sí les ha sido aplicada a los terroristas por la justicia prevaricadora existente en Chile.

A continuación comentaré solo algunos de los numerosos temas que me han parecido más desconocidos o pintorescos, tratando de que no se note mucho mi deformación profesional como oficial de la Armada de Chile.


2.Influencia soviética en Chile y agresión terrorista

Comenzaremos transcribiendo lo que nos dice el autor sobre la influencia soviética en Chile y la agresión terrorista fomentada tanto por la Unión Soviética (URSS) como por Cuba y Alemania Oriental; agresión que estuvo vigente durante toda la época del Gobierno Militar y que le pena hasta el día de hoy a los militares y carabineros que se vieron obligados a enfrentarla.

El británico Brian Crozier, fundador del London’s Institute for the Study of Conflict, escribió:

"Durante sus tres años en el poder, Allende transformó su país, de hecho, en un satélite cubano, y por lo tanto en una adición incipiente al Imperio Soviético (…) Para entonces Chile podía ser francamente descrito como un estado marxista en términos ideológicos y económicos (…). Desde una perspectiva estratégica se le había transformado en una importante base para operaciones subversivas soviéticas y cubanas, incluyendo el terrorismo para toda América Latina (…) el KGB soviético estaba reclutando miembros para cursos de entrenamiento en terrorismo (…) especialistas de Corea del Norte estaban enseñando a miembros jóvenes del Partido Socialista de Allende".14


3.Acuerdo de la Cámara de Diputados del 22 de agosto de 1973

En el apartado 'El peso de las circunstancias' el autor se refiere a la génesis del Acuerdo de la Cámara de Diputados del 22 de agosto de 1973, que concluyó formulando un explícito llamado a los más altos mandos de las Fuerzas Armadas a "poner inmediato término a todas las situaciones de hecho referidas, que infringen la Constitución y las leyes, con el fin de encauzar la acción gubernativa por las vías del Derecho y asegurar el orden constitucional de nuestra patria y las bases esenciales de convivencia democrática entre los chilenos".

Más adelante, en el apartado 'El llamado de la mayoría civil' el autor dice:

"El Acuerdo de la Cámara había dicho que el Gobierno de la UP “se fue empeñando en conquistar el poder total” y que, “para lograr ese fin, el Gobierno no ha incurrido en violaciones aisladas de la Constitución y la ley, sino que ha hecho de ellas un sistema permanente de conducta”, enumerando los derechos y garantías violados: igualdad ante la ley, libertad de expresión, derecho de reunión, libertad de enseñanza, derecho de propiedad, libertad personal, derechos laborales y libertad para salir del país.

El mismo Acuerdo señaló aparte y como de especial gravedad la formación de “organismos sediciosos” y la de “grupos armados… destinados a enfrentarse con las Fuerzas Armadas”.

Por eso concluyó formulando un explícito llamado a los más altos mandos de las Fuerzas Armadas “a poner inmediato término a las situaciones de hecho referidas”.

El Acuerdo de la Cámara no tenía fuerza obligatoria. No podría haber habido tampoco un Acuerdo del Senado, porque en la Constitución de 1925 el Senado carecía (y ahora también carece) de facultades fiscalizadoras del Ejecutivo. Sólo las tiene la Cámara. No había obligación de llamar a elecciones a raíz del Acuerdo, ni nada de eso. Sólo era simbólico, pero una mayoría parlamentaria llamaba a las Fuerzas Armadas “a poner término a las situaciones de hecho referidas”. Esa mayoría representaba, a su vez, a la mayoría del pueblo. Ésa fue su fuerza (…). El estado de ruina económica nacional no hacía sino confirmar la urgencia de esa solución.

El presidente del principal partido, la Democracia Cristiana, Patricio Aylwin, reconocía días después del 11:

“La verdad es que la acción de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo de Carabineros no vino a ser sino una medida preventiva que se anticipó a un autogolpe de Estado, que con la ayuda de las milicias armadas con enorme poder militar de que disponía el Gobierno y con la colaboración de no menos de diez mil extranjeros que había en este país, pretendían o habrían consumado una dictadura comunista”.

Como lo dijo el Presidente checo Vaclav Havel, años después: “El mal debe ser confrontado en su cuna y, si no hay ninguna otra manera de hacerlo, entonces tiene que hacerse con el uso de la fuerza”".

Don Hermógenes, en el apartado 'Sorpresa relativa de los civiles', dice que el autor del proyecto de dicho acuerdo fue el abogado Enrique Ortúzar Escobar, quien había tomado nota de todas las ilegalidades e inconstitucionalidades que cometía el Gobierno, las que vació en el referido proyecto; que en junio de 1973 se lo dio a conocer en su oficina al senador Francisco Bulnes y a él; que había estado denunciando tales ilegalidades durante casi dos años en su programa de Radio Agricultura y que era, a la sazón, diputado por el Primer distrito Metropolitano de Santiago.

Más adelante, en ese mismo apartado, el autor nos dice que el acuerdo "partió lo que después fue la validación civil y democrática de la Revolución Militar"; y que "a esas alturas los políticos civiles creíamos que podía haber un pronunciamiento militar" y que "en ese tiempo, cuando se hablaban esos temas, yo solía decir que era “gaullista”, en el sentido de que, ante una crisis extrema, se podía generar un pronunciamiento no contemplado en la legalidad, pero sólo para restablecerla de inmediato en mejores términos, consultando al pueblo, como lo había hecho De Gaulle en Francia en 1958. Una vez que le expliqué a mi colega diputado Bernardo Leighton, democratacristiano, conversando en la Cámara, ese punto de vista, agregándole que yo, por lo tanto, era “gaullista”, él me replicó: “No, tú eres golpista”. Y todos los que nos rodeaban se rieron mucho".

Por mi parte vengo en comentar que el referido Acuerdo de la Cámara de Diputados del 22 de agosto de 1973 fue un llamado a la intervención militar, aunque muchos miembros de la Democracia Cristiana se nieguen a reconocerlo. Así lo entendieron distinguidas personalidades de la Concertación: para Erich Schnake fue "simplemente una autorización al golpe de Estado" y para Enrique Silva Cimma "un llamado al golpe". Edgardo Boeninger, por su parte, expresó: "El 22 de agosto la Cámara de Diputados otorga a las FF.AA. el certificado que requerían para dar el golpe en nombre de la Constitución y de la ley. El 11 de septiembre de 1973 se produce —aunque duela decirlo, con el respaldo de una amplia mayoría ciudadana— la intervención institucional de las Fuerzas Armadas, iniciándose un interregno de 17 años de gobierno militar".15

También lo entendió así Salvador Allende en su comunicado de fecha 24 de agosto en respuesta al referido acuerdo.16


4.Declaraciones de Patricio Aylwin, Andrés Zaldívar y Eduardo Frei

En el apartado 'Una advertencia desoída' el autor reproduce un discurso pronunciado el 11 de julio de 1973 por el senador Patricio Aylwin Azócar, presidente del partido Demócrata Cristiano, del que extractaremos algunos párrafos:

"Los acontecimientos de los últimos días han puesto de relieve, con brutal crudeza, a qué extremos angustiosos ha llegado la crisis integral de Chile. Pareciera que el país ha perdido su identidad histórica, los rasgos definitorios de su personalidad como nación (…). Nadie puede negar la verdad de estos hechos. Constituyen una realidad que ha llevado a los obispos católicos a decir que “Chile parece un país azotado por la guerra”; una realidad que está destruyendo al país y poniendo en peligro su seguridad; una realidad que tiene quebrantada nuestra institucionalidad democrática; una realidad que parece amenazarnos con el terrible dilema de dejarse avasallar por la imposición totalitaria o dejarse arrastrar a un enfrentamiento sangriento entre chilenos (…). El Famoso ‘Golpe de Praga’ en Checoslovaquia, en mayo de 1948, es profundamente revelador”".17

En el apartado 'El Acta Rivera' el autor describe lo tratado en una reunión sostenida el viernes 6 de julio de 1973 al anochecer, por los miembros de la directiva de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA)18 con el expresidente de la República y a la sazón presidente del Senado, don Eduardo Frei Montalva, según lo constatado en el acta levantada por el abogado Rafael Rivera Sanhueza, asesor jurídico de esa Sociedad, de la que extractaremos algunos párrafos:

"Se le dijo a Frei que el país estaba desintegrándose y que si no se adoptaban urgentes medidas rectificatorias fatalmente se caería en una cruenta dictadura marxista, a la cubana. Frei oyó en silencio, cabizbajo. Se le veía abrumado. Se paró de su sillón, abrió una caja de plata y ofreció cigarros ‘Partagas’ a los asistentes. Luego se sentó arrellanándose, y en forma pausada y solemne dijo que agradecía la visita, pero que estaba convencido de que nada se sacaba con acudir a los parlamentarios y a las directivas políticas contrarias a la Unidad Popular, ya que la situación era tan crítica que los había sobrepasado. Claramente agregó, casi textualmente: “Nada puedo hacer yo, ni el Congreso ni ningún civil. Desgraciadamente, este problema sólo se arregla con fusiles”,19 de manera que en vez de ir al Congreso debíamos ir a los regimientos. “Les aconsejo plantear crudamente sus aprensiones, las que comparto plenamente, a los comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas”, ojalá hoy mismo. Acto seguido contó que un alto oficial de Ejército le había confidenciado que tanto él como su familia corrían serio peligro en el barrio alto, al cual le había respondido que él y su familia eran 12 personas y que en el barrio alto vivían decenas de miles de personas, razón por la cual su situación era en el fondo irrelevante, agregándole que él, como senador, había sido elegido por el pueblo para legislar, deber que estaba cumpliendo. “Ustedes, en cambio, tienen las bayonetas y deberían saber lo que tienen que hacer para salvar al país”".20

En el apartado 'Hasta el Cardenal se consideró salvado' el autor dice:

"El ex ministro del Trabajo de Frei Montalva y después consejero de Estado durante el Gobierno Militar, William Thayer Arteaga, que pese a haber sido democratacristiano se mantuvo siempre como partidario del régimen, relató en sus memorias el siguiente episodio ilustrativo:

“Cuando cayó el gobierno de Allende, Frei me anticipó que asistiría a la misa de la acción de gracias que tendría lugar el 18 de septiembre de 1973 en la Iglesia de la Gratitud Nacional, a la que también concurrirían los ex presidentes Gabriel González Videla y Jorge Alessandri. Frei fue porque, según me dijo, ‘sería un carajo y un cobarde si no asistiera. Los militares nos salvaron la vida y de una degollina’.

“Creo que fue más o menos frente a la Catedral, en la Plaza de Armas, cuando tomando en consideración lo que conversé con Frei, le pregunté en esos días al cardenal Silva Henríquez: ‘Dígame, Eminencia, ¿no cree usted que si no es por los militares a muchos de nosotros nos habrían asesinado?’ Él me respondió: “No sólo a ustedes, sino que a mi también. A todos nosotros”. Fueron las mismas palabras de Frei".21

Por nuestra parte agregaremos:

Lo dicho por William Thayer coincide con lo manifestado por el ministro de la Corte Suprema Rafael Retamal a Patricio Aylwin, cuando éste le hizo saber su preocupación por las acciones de las Fuerzas Armadas y Carabineros que afectaban la libertad y los derechos de las personas:22 "Mire, Patricio: los extremistas nos iban a matar a todos. Ante esta realidad, dejemos que los militares hagan la parte sucia, después llegará la hora del derecho".23

En relación con las declaraciones de Eduardo Frei Montalva es preciso destacar la carta que el 8 de noviembre de 1973 le envió al presidente de la Unión Mundial de la Democracia Cristiana, Mariano Rumor, en la que le describió detalladamente lo vivido por el país bajo el gobierno de la Unidad Popular y le explicó las razones del movimiento cívicomilitar que puso término a esa administración.24

También son interesantes sus declaraciones durante la entrevista publicada en el diario ABC de Madrid el 10 de octubre de 1973 en la que, entre otras declaraciones dijo: "Los militares han salvado a Chile; el país no tiene más salida salvadora que la gobernación de la Junta; la guerra civil estaba preparada por los marxistas, y esto es lo que el mundo no quiere conocer; es alarmante que en Europa no se enteren de la realidad: Allende dejó la nación destruida".25

Finalmente agregaremos que "el senador demócratacristiano Andrés Zaldívar, hoy Presidente del Senado y candidato presidencial de su partido, declaraba a la revista Qué Pasa del 23 de agosto de 1973, refiriéndose a las Fuerzas Armadas: “Creo que son las grandes reservas morales de nuestro país y pueden ser ellas quienes en un momento dado estén llamadas a solucionar las cosas aquí. En eso no hay que tener tapujos y lo demás es ser un hipócrita”".26

En relación con lo manifestado en este apartado diremos que el pronunciamiento militar de 1973 —como lo señaló Hermógenes Pérez de Arce en otro de sus libros— "fue, en sus orígenes, una operación discurrida por militares, pero, en lo político, estuvo principalmente ligada a la DC. Y esto porque los uniformados que comenzaron a darse cuenta de que no había otra solución que la militar eran, en su mayoría, proclives a la DC. Uno de ellos fue el general de Ejército Sergio Arellano Stark, cuyo hijo, cercano a la DC, Sergio Arellano Iturriaga, ha escrito un libro27 donde está la, tal vez, más completa descripción de los preparativos uniformados para derrocar a Allende".28


5.Subversión dentro de las FF.AA.

En el apartado 'Subversión dentro de las FF.AA.' el autor dice: "El sentido de urgencia se acentuó porque empezó a repartirse a los soldados del Ejército regular una propaganda induciéndolos a desobedecer a sus oficiales".

Citando un libro del diplomático estadounidense James Theberge, agrega: "A fines de 1970, Chile y Corea del Norte acordaron establecer relaciones diplomáticas. Corea del Norte abrió en Santiago una Misión Comercial en mayo de 1971; y en consecuencia, una misión de entrenamiento de guerrilleros de Corea del Norte, que estaba instalada en Cuba desde 1970, fue transferida a Chile. Los norcoreanos convinieron en entrenar las fuerzas militares del Partido Socialista (parte de la coalición de la Unidad Popular gobernante), quienes eran diferentes de las fuerzas más numerosas del Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR). Los extremistas del MIR y los del Partido Socialista fueron comprometidos a crear una situación revolucionaria irreversible, para luego forzar a una confrontación con las fuerzas de seguridad. A lo largo de 1973, las brigadas de choque del Partido Socialista emplearon la violencia en una escala creciente para intimidar a la oposición democrática. Este fue uno de los factores principales que llevaron al pronunciamiento militar".

A lo antedicho agregaremos algunos comentarios sobre la infiltración y los intentos de sublevación en la Armada promovidos por Óscar Garretón,29 Carlos Altamirano30 y Miguel Enríquez;31 intentos que fueron desbaratados a comienzos de agosto de 1973.

Al respecto el almirante Ismael Huerta Díaz, en su libro Volvería a ser marino, dice:

"Los detenidos por el intento de infiltración fueron interrogados en la fiscalía naval de Valparaíso, lugar donde se instruyó la investigación sumaria, y declararon que efectivamente celebraron reuniones periódicas a las cuales asistían los parlamentarios Carlos Altamirano y Oscar Garretón, así como el secretario general del MIR, Miguel Enríquez, de quienes recibían instrucciones. De acuerdo a la edición de El Mercurio del 24 de agosto, “identificaron a los tres jefes políticos del marxismo criollo como los cerebros intelectuales del plan subversivo que consideraba la muerte de los oficiales y de la guardia que no obedeciera la rendición, como de igual modo el control de unidades de guerra de la Armada”".32 "El 30 de agosto, en su calidad de Juez Naval, el almirante Merino presenta petición de desafuero en contra del senador Altamirano y del diputado Garretón por la responsabilidad que les cabe en el abortado complot que planeaba “pasar por las armas” a oficiales y personal que no obedecieran órdenes de rendición, así como tomar el control de las unidades a flote".33

Germán Bravo Valdivieso, por otra parte, en su obra La infiltración en la Armada 1973. La historia de un motín abortado, expresa:

"El objetivo inicial era apoderarse del crucero Almirante Latorre y del destructor Blanco Encalada que eran las dos unidades en las que contaban con un mayor número de adeptos, con los que saldrían mar afuera y cerrarían la entrada al puerto, esperando que en el país se declarara una huelga general; pero en caso de recibir oposición, procederían a bombardear la Escuela Naval, el Fuerte Vergara y las unidades de la infantería de marina, eliminando a cualquiera que se opusiera a que ellos tomaran el mando, incluso se llegó a hablar de bombardear la población de oficiales de Las Salinas en Viña del Mar (…).

En estas circunstancias, es cuando el oficial de la división de electricistas del crucero Almirante Latorre, teniente 1º Fernando Landeta, que se encontraba en su residencia en la tarde del sábado 4 de agosto, habiendo recién regresado de un paseo familiar, recibió a dos marineros de su división que se apersonaron y lo pusieron en conocimiento que existía un movimiento subversivo en el buque el cual debía estallar en los próximos días y que aunque ellos no eran totalmente contrarios a los principios que sustentaba, estaban en desacuerdo que para efectuar la toma de las unidades, se iba a procedes a matar al personal que se encontrara de guardia”.34

Finalmente citaremos a Jorge Magasich Airola, quien en relación con los motivos de la sublevación dice: “el movimiento de los marinos buscaba defender la Constitución y el Gobierno legítimo, por lo cual se opone a los que planificaban su derrocamiento”35 y que el proceso por sedición y motín, causa 3926, “contiene decenas de declaraciones donde los marinos explican que se organizan para defender al gobierno legítimo del golpe de Estado".36


6.Inminencia de la guerra civil

Numerosas personas han escrito sobre el riesgo inminente de una guerra civil que existía en los días previos al 11 de septiembre de 1973.

En esta ocasión solo citaremos una, relatada por Enrique Silva Cimma en sus memorias:

"Como el polen que comenzaba a flotar en el aire anunciando la llegada inevitable de las alergias primaverales, el sonido crepitante del aire tenso y enrarecido era el preludio de un desenlace.

El 7 de septiembre me visitó el presidente del Partido Radical, Hugo Miranda:

—¿Qué te parece lo que viene? —fue su saludo algo sorprendente.

—¿A qué te refieres?

—Me refiero a la guerra civil. Si la tenemos a la puerta".37


7.Doctrina legalista de Schneider

El autor se refiere a la denominada 'doctrina legalista de Schneider', que ha sido utilizada para excluir la posibilidad de que el Ejército intervenga en la vida política. Esta "doctrina" se origina en algunas declaraciones hechas por el Comandante en Jefe del Ejército, general René Schneider Chereau, con anterioridad a la asunción de Salvador Allende a la presidencia, pero sus intérpretes omiten el párrafo final de ellas.

Al respecto comentaremos que la política entre 1970 y 1973 se caracterizó por una lucha sorda entre los que buscaban el poder total y los que pugnaban por evitarlo; lucha que se fue intensificando y exigiendo definiciones a los vacilantes, dudosos o neutrales. Las Fuerzas Armadas seguían apegadas a su deber constitucional, de respetar el régimen constitucional, pero atentas a reaccionar si el Gobierno se decidía a romper la Constitución.

Según la doctrina tradicional de las Fuerzas Armadas, ellas se sujetan plenamente a la Constitución Política y se atienen a las decisiones adoptadas por los órganos fundamentales del poder público. Como lo declarara públicamente el general Schneider "el Ejército va a garantizar el veredicto constitucional" y lo manifestara en dos consejos de generales: "Es conveniente, sin embargo, dejar claramente expresado el hecho de que esta posición y este pensamiento eminentemente legalista tiene como única limitación el hecho de que el Poder del Estado que se está sustentando y respaldando abandonara su propia posición legal; en este caso, naturalmente, las Fuerzas Armadas que se deben a la nación, que es lo permanente, más que al Estado, que es lo temporal, quedan en libertad para resolver el problema, o frente a una situación absolutamente anormal y que lógicamente se sale de los marcos en que se ha planteado el régimen que sustenta la conducción del país"; "Ahí sí, que ante cualquier situación anormal, desde el punto de vista legal, que se produzca, la Institución deberá actuar decididamente, ya que esa es nuestra obligación, incluso por la fuerza, sin términos medios de ninguna especie".38

"Los planteamientos anteriores dejan en claro que las FFAA, más que constitucionalistas, son institucionalistas; es decir, su accionar no se limita al mantenimiento formal de la Constitución, sino que supone un compromiso con el orden institucional real y tradicional. De estos planteamientos del general Schneider puede apreciarse claramente que, como parte de su doctrina, está la intervención militar frente a situaciones de absoluta anormalidad. La actitud de neutralidad y de prescindencia de las FF.AA. en materias de política contingente es lo normal y lo deseable. Sin embargo, en situaciones críticas de anormalidad, cuando peligra el conjunto de principios que dan base de convivencia al conjunto social, cuando es la seguridad nacional la que está en peligro o cuando por incompetencia de los políticos civiles se ponen en juego intereses vitales de la patria, las FF.AA. están obligadas a actuar, puesto que ellas constituyen la garantía última del orden institucional de la República, cuando han fallado todas las demás garantías y mecanismos constitucionales".39

"El Ejército es, ante todo, la salvaguardia de lo permanente; por eso no se debe mezclar en luchas accidentales. Pero cuando es lo permanente mismo lo que peligra; cuando está en riesgo la misma permanencia de la Patria —que puede, por ejemplo, si las cosas van de cierto modo, incluso perder su unidad—, el Ejército no tiene más remedio que deliberar y elegir. Si se abstiene, por una interpretación puramente externa de su deber, se expone a encontrarse, de la noche a la mañana, sin nada a qué servir. En presencia de los hundimientos decisivos, el Ejército no puede servir a lo permanente más que de una manera: recobrándolo con sus propias armas. Y así ha ocurrido desde que el mundo es mundo; como dice Spengler, siempre ha sido a última hora un pelotón de soldados el que ha salvado la civilización".40


8.Milicias armadas muy fuertemente equipadas

En el apartado 'Ejército guerrillero en paulatina desaparición' el autor dice:

"En octubre de 1973 Aylwin fue muy explícito para expresar lo que creía la gente más informada, aunque en 1993 negara haber dicho lo que dijo, y que fue lo siguiente, como quedó grabado en un video de fácil acceso a través de Internet:

“Nosotros tenemos el convencimiento de que la llamada ´Vía Chilena de Construcción del Socialismo’, que empujó y enarboló como bandera la Unidad Popular y exhibió mucho en el extranjero, estaba rotundamente fracasada y eso lo sabían los militantes de la Unidad Popular y lo sabía Allende; y por eso se aprestaban, a través de la organización de milicias armadas41 muy fuertemente equipadas y que constituían un verdadero ejército paralelo, para dar un golpe y asumir por la violencia la totalidad del poder. En esas circunstancias pensamos que la acción de las Fuerzas Armadas simplemente se anticipó a ese riesgo para salvar al país de caer en una guerra civil o en una tiranía comunista”".

Prosigue el autor:

"En un libro, el almirante Sergio Huidobro, muy cercano al miembro de la Junta, almirante José Toribio Merino, escribió: “Las armas encontradas habrían podido armar cinco batallones; en su mayoría eran de procedencia rusa, checoslovaca o de Alemania Oriental y llegadas a Chile por intermedio de Cuba, país al que se le pagaba con vestuario, alimentos y otros artículos que escaseaban en Chile”.

Ese ejército clandestino extremista, que había sido reiteradamente denunciado por los líderes opositores entre 1970 y 1973, después de pasado el peligro algunos de éstos juzgaron que era conveniente minimizarlo, sobre todo cuando se aproximaba el momento de contar con los votos de la extrema izquierda para volver al poder, y empezó a “desaparecer”. De hecho, en el Informe Rettig de 1991, encargado por Aylwin, los muertos por la extrema izquierda se atribuyen a una innominada “violencia de particulares actuando por móviles políticos” y no a las “milicias muy fuertemente armadas y que constituían un verdadero ejército paralelo”. De hecho, en la “historia oficial” terminaron por desaparecer.

De ello dejó constancia en 2008 el historiador Gonzalo Vial, que 17 años antes, en 1991, fue muy severo para juzgar la represión militar y no estuvo muy atento para dimensionar la amenaza armada marxista. Pero con el tiempo volvió sobre sus pasos y escribió:

“El secretario general del PS en 1973 (Carlos Altamirano), que el 89, refiriéndose sólo a su partido, hablaba de 1500 hombres, el año 2003 dijo que no eran siquiera 150… insuficientes para ‘atacar una comisaría’ y que apenas dominaban ‘el tiro al blanco en polígono’ (agregó). El año 1989 el Secretario General del Partido Comunista (Luis Corvalán) había fijado en 3000 sus paramilitares del 73, ahora los rebajaba a 1500… y así sucesivamente”.

Vial se refería al cálculo de Altamirano en su libro entrevista con Patricia Politzer, Altamirano, en el cual estimó en unos diez mil hombres en armas el contingente guerrillero local con que contaba la UP". En el apartado 'Contingente guerrillero extranjero' el autor dice:

"En resumen, entre las fuerzas subversivas y guerrilleras de 1973, que la versión “políticamente correcta” de la historia y el Informe Rettig de 1991 virtualmente hicieron “desaparecer”, se encuentran las siguientes, detalladas por sus respectivos denunciadores:

1.-Patricio Aylwin, en la ya citada entrevista a NC News Service del 24 de septiembre de 1973 denunció “milicias armadas con enorme poder militar de que disponía el Gobierno y con la colaboración de no menos de diez mil extranjeros que había en este país pretendían habrían consumado una dictadura comunista”.

2.-Comisión Especial de Consulta sobre Seguridad de la Organización de Estados Americanos (OEA), formada por delegados de Estados Unidos, Bolivia, Colombia, Ecuador, Guatemala, Uruguay y República Dominicana, que expresa en su Informe:

“El número aproximado de extranjeros ingresados ilegalmente a Chile pudo estimarse en septiembre de 1973 entre doce y quince mil individuos. (…). Luego del 11 de septiembre y hasta marzo siguiente, más de tres mil quinientos extranjeros salieron de Chile en calidad de asilados, refugiados o expulsados”.

3.-El general cubano Patricio de la Guardia Font fue juzgado y fusilado en su país y durante el proceso fue sometido al siguiente interrogatorio:

“Mayor Julio González Guithon: Y misiones internacionalistas, además de esta de Angola, ¿había cumplido anteriormente?

“Patricio de la Guardia Font: Estuve en Chile.

“Mayor Julio González Guithon: ¿Fue condecorado en aquella oportunidad por alguna razón?

“Patricio de la Guardia Font: Fui condecorado con la Medalla Internacionalista de Primer Grado, porque estaba en Chile al frente de los compañeros de Tropas, cuando el golpe de Estado en Chile, y cumplí otras operaciones especiales”.

“Tropas” es el nombre de un regimiento cubano.

4.- El historiador norteamericano James Whelan escribió que en la oficina de Daniel Vergara, subsecretario del Interior de Allende, después del pronunciamiento, los militares encontraron la nómina de 14.085 extranjeros introducidos clandestinamente al país durante el gobierno de la UP".


9.El MIR era una “empresa”

En relación con el estrambótico dictamen de la Contraloría General de la República que declaró que el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) era una "empresa", comentaremos:

El delito de asociación ilícita está establecido en el artículo 292 del Código Penal, que señala: "Toda asociación formada con el objeto de atentar contra el orden social, contra las buenas costumbres, contra las personas o las propiedades, importa un delito que existe por el solo hecho de organizarse".

Las afirmaciones que hacen algunos jueces, en el sentido de que ciertos órganos de las Fuerzas Armadas que tradicionalmente han formado parte de la estructura orgánica de dichas instituciones, desde muchísimo tiempo antes del año 1973 (tales como los departamentos de inteligencia —denominados A-2 en la Armada y de un modo similar en las otras instituciones congéneres—, las Comandancias de Área Jurisdiccional de Seguridad Interior —CAJSI— y otros propios de la planificación del control de la seguridad interior durante estados de excepción constitucional) u otros creados posteriormente, tales como la DINA o la CNI, eran asociaciones ilícitas, no tienen asidero alguno, son absurdas, erróneas, carentes de toda seriedad y tendenciosas; con una innegable motivación e intencionalidad política, que persigue aumentar la penalidad asignada a los delitos atribuidos a los procesados. Se le atribuye a quienes componían tales organizaciones el carácter de una pandilla o de un grupo de facinerosos que se reunían para delinquir.

En cambio, el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) —organización marxista-leninista que promovía la insurrección popular armada y que ejecutaba operaciones de carácter guerrillero y terrorista42— fue declarado "empresa" por la Contraloría General de la República,43 a fin de pagarle pensión como exonerados políticos a sus 'funcionarios' y a su 'gerente general', Andrés Pascal Allende.

Aunque parece una chanza, lo antedicho es verídico. Pensamos que el dictamen de la Contraloría es impropio para un país serio.44


10.Blancas palomas no tan blancas

En este apartado el autor transcribe un relato que encontró en la biografía del dirigente sindical de izquierda Clotario Blest:

"Al terminar la ceremonia los padres Vergara y Aldunate le pidieron a Clotario que nos contara algunas anécdotas. Yo señalé una calavera que estaba en la mesa y le pregunté por qué la conservaba: “Esa es la cabeza de un gato y gracias a ella estoy vivo”.

“¿Cómo es eso, don Clotario?” replican todos.

“Poco después del golpe, una tarde un fuerte contingente de militares allanaron mi casa insultándome, me envolvieron en una bandera cubana que me habían obsequiado en la isla y me hicieron marchar a paso de ganso en círculo por el patio. En seguida comenzaron a cavar hoyos buscando armas. Yo creí que había llegado mi último momento, pues yo había enterrado una cantidad de armas que una monjita uruguaya, Hilda Elena Meikle, me había entregado dos días después del golpe. Yo la conocía, pues pertenecía a la Iglesia Joven y le di albergue por una noche. Por precaución, encima de las armas puse tierra y encima el esqueleto de un gato. En su búsqueda dieron con el lugar y triunfantes y extrañados me preguntaron: ‘¿Qué es esto?’ Yo les respondí: ‘Huesos de un gallo.’ ‘Esto no parece un gallo sino un perro’. Y en que era un perro o un gallo o un gato la discusión acalorada se prolongó y los militares no continuaron excavando. Ustedes comprenderán que si hubiesen continuado removiendo la tierra me fusilan inmediatamente. Por eso la cabeza de ese gatito está puesta en un lugar privilegiado”.

Un anciano bondadoso, una monjita ingenua, armas para matar gente… militares evitándolo… ¡Qué malos son los militares!".


11.Justo a tiempo

En el apartado titulado 'Justo a tiempo' el autor se refiere al llamado "Plan Z", elaborado por los estamentos de la Unidad Popular encargados de la revolución armada y del plan para dar un autogolpe de Estado en Chile.

Los partidarios de la Unidad Popular descartan que el "Plan Zeta" sea auténtico, pero el historiador Gonzalo Vial Correa —autor de la Historia de Chile posterior a 1891 y que formó parte de la Comisión Rettig para investigar atropellos a los derechos humanos bajo el Gobierno Militar— ha certificado su autenticidad.45

Vial dice: "Yo creo en la veracidad del Plan Z. Tengo razones para creer que es auténtico. En octubre de 1973 un grupo de personas le dijimos a la gente del gobierno que había que hacer un Libro Blanco46 sobre por qué había cambiado el gobierno de Chile, para contrarrestar lo que se estaba diciendo en el extranjero. Nos encontraron razón y nos encargaron su elaboración, para lo cual nos hicieron llegar kilos y kilos de documentos recogidos en los allanamientos, fotocopias y seleccionamos los que parecían más interesantes. El caso es que ninguno de esos documentos ha sido objetado en su autenticidad. Por ejemplo, en el libro Blanco salió por primera vez la carta de Fidel Castro a Salvador Allende empujándolo a que provocara la guerra civil. Salió por primera vez la lista de armas que se internaron por Pudahuel".47

Por nuestra parte citaremos lo declarado por Salvador Allende en una entrevista concedida a Régis Debray en agosto de 1973, publicada en el semanario francés Le Nouvel Observateur en septiembre: "Sabíamos bien que teníamos necesidad de tiempo para organizarnos, armarnos y preparar debidamente las estructuras militares de los partidos de la Unidad Popular. Fue una carrera en contra del tiempo";48 lo que viene a ser una confesión de haber optado por la vía armada para hacerse del poder total y de su convencimiento de que ya tenía preparadas dichas estructuras militares para tal efecto.


12.Último discurso de Allende

En este apartado el autor dice:

"Allende se comunicó telefónicamente con Radio Magallanes49 a alrededor de las diez de la mañana. Era la única emisora afín a la UP que permanecía en el aire. Y a través de ella pronunció su último discurso, el de las “anchas alamedas por donde transitará el hombre libre”,50 frase notable en un político que dedicó su vida a privar al hombre de su libertad, como le confesó a Regis Debray en su famosa entrevista, al decirle que se proponía instaurar un sistema “socialista, marxista integral”.

Pinochet supo de la arenga y le pidió a Leigh sacar del aire a Radio Magallanes (…).

Entretanto Allende, consumido un número de vasos de whisky (…), “libraba todavía otra guerra propia dentro del sitiado palacio: ‘Démonos el placer de hacer pedazos los bustos de todos estos viejos reaccionarios’, dijo a sus compañeros. Con un gesto de la mano indicó los bustos de todos los anteriores presidentes del país. ‘Respeten sólo aquellos de José Manuel Balmaceda y Pedro Aguirre Cerda, los únicos presidentes democráticos. A continuación procedió él mismo a encabezar el acto de vandalismo”".

Por nuestra parte citaremos a Víctor Farías: "Esta es la más verdadera historia de Salvador Allende, un personaje político híbrido e irresponsable que no abrió ninguna alameda, un actor que solo supo construir enmarañados laberintos trágicos también para sus propios camaradas y poner a un país respetable al borde del abismo".51


13.Derecho de rebelión

Según la doctrina tomista, los gobernantes también están sujetos a la ley natural; ellos poseen autoridad sólo en la medida en que ésta la conceda. Si el gobernante excede su competencia y tiraniza al pueblo ya no tiene autoridad legítima que se sustente en la ley natural: Por lo tanto puede ocurrir que, basándose en dicha ley, sus súbditos se vean obligados a desobedecer y aún tengan razón para empezar una revolución.52

Según Jaime Guzmán, al apartarse la autoridad del bien común en forma suficientemente grave, o reiteradamente, procede derrocar al gobierno por ilegitimidad de ejercicio. De aquí nace el derecho de rebelión.

El primer grado de estimación de que una norma es ilegítima es la desobediencia de ella. Esa persona debe probar que es ilegítima, si no la acata.

El segundo grado es la resistencia53 a la autoridad, que se considera ilegítima.

Como última instancia está la rebelión, es decir, deponer a la autoridad.54

La posibilidad de una rebelión legítima contra el régimen tiránico existe, pero debe ser considerada con un criterio sumamente restrictivo. Según Santo Tomás, para que proceda el derecho a rebelión deben concurrir ciertos requisitos copulativos:

—Ilegitimidad del gobierno. El régimen contra el cual se promueve la resistencia o la rebelión debe ser intrínsecamente injusto y contrario al bien común.

—Deben haberse agotado los medios pacíficos para que tal autoridad ilegítima remedie esa ilegitimidad.

—Que no se deriven de la rebelión males mayores de los que se trata de evitar.

—Que exista una probabilidad razonable de un mejor gobierno, que atenúe los males que se quiere remediar.

—La rebelión debe tener una razonable posibilidad de éxito.55

En relación con el derecho de rebelión, el ex presidente Frei Montalva expresó lo siguiente en una entrevista realizada por el periodista Luis Calvo, publicada en el diario español ABC el 10 de octubre de 1973:

"La gente no se imagina, en Europa, que este país está destruido. No saben lo que ha pasado. Los medios informativos, o callaron lo que estaba ocurriendo desde 1970, en que Salvador Allende, rompiendo todas sus promesas, y alejándose de la legalidad, inicia una obra de destrucción sistemática de la nación, o dieron noticias falsas al mundo, porque eran, acaso, sin saberlo, cómplices de esta enorme falsedad: que se estaba haciendo un raro experimento político, consistente en la implantación del marxismo por métodos legales, constitucionales, civilizados. Y eso no ha sido ni es verdad. Y el mundo entero ha contribuido a la destrucción de este país, que hoy no tiene más salida salvadora que el gobierno de los militares.

El marxismo, con conocimiento y aprobación de Salvador Allende, había introducido en Chile innumerables arsenales, que se guardaban en viviendas, oficinas, fábricas, almacenes. Los militares han salvado a Chile y a todos nosotros, cuyas vidas no son ciertamente tan importantes como la de Chile, pero que son vidas humanas, y muchas, y todas amenazadas perentoriamente. Y no puedo decir que estemos aún a salvo, porque —ya lo ve usted día tras día— las Fuerzas Armadas siguen descubriendo reductos y arsenales. La guerra civil estaba perfectamente preparada por los marxistas. Y esto es lo que el mundo desconoce o no quiere conocer.

Los militares fueron llamados, y cumplieron una obligación legal, porque el Poder Legislativo y el Judicial, el Congreso y la Corte Suprema, habían denunciado públicamente que la Presidencia y su régimen quebrantaban la Constitución, los acuerdos votados en el Parlamento y las sentencias dictadas por jueces absolutamente extraños a la política.

Allende vino a instaurar el comunismo por medios violentos, no democráticos, y cuando la democracia, engañada, percibió la magnitud de la trampa, ya era tarde. Ya estaban armadas las masas de guerrilleros y bien preparado el exterminio de los jefes del Ejército. Allende era un político hábil y celaba la trampa. Pero —ya sabe usted— no se puede engañar todo el tiempo a todo el mundo. Las armas requisadas en virtud de la ley Carmona demostraron que la guerra civil se preparaba desde la Presidencia de la República.

Y yo le digo a usted, don Luis, y esto sí quisiera que usted lo repitiese, que cuando un gobierno se niega a cumplir las leyes sociales, desatiende las advertencias del Colegio de Abogados, insulta y desobedece al Tribunal Supremo, menosprecia la inmensa mayoría del Congreso, provoca el caos económico, detiene y mata a los obreros que se declaran en huelga, arrolla las libertades individuales y políticas, desabastece el mercado para entregar los productos alimenticios y de toda clase a los monopolizadores marxistas del mercado negro; cuando un Gobierno procede así, cuando se producen en un país condiciones que no se han producido nunca como en Chile tan claras y abundantes en la historia del mundo, el derecho a la rebelión se convierte en deber. Es un derecho jurídico proclamado por todos los tratadistas e historiadores, como el padre Mariana en España".56


14.El pronunciamiento militar

El movimiento militar que se produjo el 11 de septiembre de 1973 se califica en el ámbito de la ciencia política, dentro de la tipología de las intervenciones castrenses, como un 'pronunciamiento militar', porque no se trató de una asonada caudillista sino que una intervención realizada por la unanimidad de las Fuerzas Armadas, jerárquicamente organizadas, y con el consentimiento de la gran mayoría de la población. Las personas contrarias al gobierno militar lo denominan 'golpe militar', lo que no cambia ni los hechos ni su sustancia.

En el apartado titulado 'El Pronunciamiento' el autor relata el episodio del documento manuscrito que el almirante José Toribio Merino Castro le hizo llegar el 9 de septiembre de 1973 a los Comandantes en Jefe del Ejército y de la Fuerza Aérea —generales Augusto Pinochet y Gustavo Leigh— comunicándoles: "Bajo mi palabra de honor el día D será el 11 y la hora H 0600" y la conformidad de estos escrita al reverso.

En este apartado se reproduce una declaración notarial del almirante Merino dada en Valparaíso el 2 de febrero de 1996, en la que se refiere al origen del anterior documento. A continuación reproduciremos algunos de sus párrafos:

"El Gobierno de Allende es la peor catástrofe que ha sufrido Chile desde su Independencia. Éste logra en menos de mil días destruir todo lo que este pueblo esforzado había construido desde el dieciocho de septiembre de mil ochocientos diez. Es así como después de un almuerzo en La Moneda, invitado por el Presidente (…), regreso a Valparaíso, convencido de que esto no puede seguir y que este Gobierno debe terminar. Viene a corroborar lo dicho el hecho de que siendo yo Juez de la causa por intento de Sublevación de la Marina, los responsables Garretón57 y Altamirano,58 no podían ser habidos por Investigaciones, a pesar de que había orden de arresto contra ellos; sin embargo, el domingo nueve a las 11.00 hrs. estaban ambos en Televisión Nacional, incitando al pueblo a la revolución. Al oír esto, tomé mi lapicera y le escribí el Mensaje, ya conocido, al General Pinochet y al General Leigh".

Por nuestra parte, transcribiremos la proclama del almirante Merino de fecha 11 de septiembre de 1973:

"PROCLAMA. Las Fuerzas Armadas, organismos esencialmente profesionales, no pueden permanecer impasibles ante el derrumbe de nuestra Patria y la desesperación de millones de chilenos. Esto no es un Golpe de Estado, pues es un tipo de esquema que no calza con nuestro modo de ser y repugna a nuestra conciencia legalista y profunda convicción cívica. Sólo se persigue el restablecimiento de un Estado de derecho acorde con las aspiraciones de todos los chilenos, cuyo quiebre ha sido denunciado por la Ilustrísima Corte Suprema, como asimismo por la Cámara de Diputados que es el organismo fiscalizador y que lo ha hecho presente en extenso documento. El Poder Ejecutivo ha sido sobrepasado por las circunstancias y los elementos extremistas están destruyendo sin misericordia propiedades y vidas. El Ejecutivo ha carecido de la autoridad y firmeza para controlar esta situación desquiciadora de la convivencia pacífica a que estamos acostumbrados los chilenos. Esto no puede continuar y es nuestra firme intención detenerlo a la mayor brevedad. No tenemos, ahora ni en el futuro, compromisos con ningún partido político. Sólo gobernarán los más capaces y honestos. Formados en una escuela de civismo, de respeto por la persona humana, de convivencia de justicia y de patriotismo, no se persigue otra finalidad que no sea la felicidad de todos los chilenos, no importa cual sea su posición, pero que puedan vivir en paz, tranquilidad y sin temor al mañana, ni de ellos ni el de sus hijos. Valparaíso, 11 de septiembre de 1973. José Toribio Merino Castro, Almirante, Comandante en Jefe de la Armada".59

Sobre este tema, comentaremos que las Fuerzas Armadas chilenas son reacias a intervenir. La verdad es que no podría criticárseles por haberlo hecho el 11 de septiembre de 1973; más bien podría reprochárseles lo contrario: que se demoraron mucho en hacerlo.60

Al respecto cabría señalar que el teniente coronel (USMC) Patrick J. Ryan, agregado naval a la Embajada de EE.UU. en Chile (desde diciembre de 1972 hasta abril de 1976) en un informe fechado el 1 de octubre de 1973, decía: "lo que tal vez la historia se pregunte retrospectivamente no será:

¿Por qué el Gobierno de Allende fue derrocado por las Fuerzas Armadas?, sino más bien, ¿Por qué se demoraron tanto en hacerlo?".61

Por otra parte, parece de interés citar la respuesta dada por Antonio Romera —notable caricaturista y crítico de arte, un refugiado español republicano avecindado en Chile por décadas, tan antifranquista que tras la Guerra Civil juró no volver a pisar su suelo natal mientras el Caudillo estuviera vivo; lo que cumplió, a pesar de haber sido invitado oficialmente en varias oportunidades— a la siguiente pregunta:

—¿Qué relación ve usted entre la situación de España antes de la guerra y aquella existente en Chile hace algunos meses, cuando había quienes hablaban con naturalidad de un posible enfrentamiento entre chilenos?

—Respuesta: Ninguna relación. Piense usted que en España se sublevó el Ejército sólo porque se trataron de hacer algunas reformas que un sector consideraba negativas. El aguante de los chilenos es inimaginable. España se habría levantado hace mucho rato si hubiese pasado lo que se vivió últimamente acá en Chile".62

Respecto a lo anterior cabría citar a Bernardino Bravo Lira —Premio Nacional de Historia 2010— quien dijo: "en realidad el que hizo el golpe de Estado fue el propio Allende y lo hizo el 9 de agosto, cuando llamó a los Comandantes en Jefe al Gobierno y el mismo dijo a la prensa y por televisión: “este es mi último gabinete”, porque la única manera de evitar su propia deposición era neutralizar a los Comandantes en Jefe, creyó él".63

Dada la situación que hemos descrito con algunas breves pinceladas, la ciudadanía demandó la intervención de las Fuerzas Armadas y de Orden, las que "se hicieron cargo del poder porque no había otro remedio, ante un fracaso de los políticos, que ponían en peligro intereses vitales de la patria. Los hombres de armas no hacen más que recoger el poder ante el fracaso de los civiles".64 Y fueron llamadas porque "ellas —dígalo o no la Constitución— son las garantes, en última instancia, del orden institucional de la República",65 y porque eran las únicas instituciones capaces de restablecer el orden, la democracia y la economía que habían sido destruidas; tarea que llevaron a cabo con pleno éxito, entregando a las nuevas autoridades civiles en 1990 "un país en pleno auge, cuyo estado floreciente nadie discutía".66

Esto es algo que los políticos civiles —de uno y otro lado— no le pueden perdonar a las Fuerzas Armadas y Carabineros; especialmente aquellos que miran con menosprecio, e incluso con franca aversión y hostilidad, a los miembros de la instituciones armadas.

El 11 de septiembre de 1973 no había democracia en Chile, pues ya había fallecido. Lo que hicieron los militares fue darle sepultura.67 Y no solo la democracia había sido destruida, sino que también la economía, las que fueron recuperadas por las FF.AA. y Carabineros, instituciones que "salvaron a Chile" según el presidente Eduardo Frei Montalva. Por otra parte debemos tener presente que el día 22 de octubre de 1973 el orden constitucional y legal de la República estaba gravemente quebrantado, como consta en el Acuerdo de la Cámara de Diputados de esa fecha. El quiebre de la institucionalidad y de la democracia no ocurrieron el 11 de septiembre de 1973.

"En este año del 50 aniversario del 11 de septiembre de 1973 el país no alcanzará una visión mínimamente compartida sobre esa fecha —día que amanece con un Chile pluralista que se desliza por el filo de la navaja hacia la guerra civil, y se acuesta con un Chile regido por una junta militar— mientras no se admita que nuestra democracia agonizaba o ya estaba muerta, y que esa noche lo que tuvo lugar fue su sangrienta sepultura".68

La intervención militar fue necesaria e inevitable y fue apoyada por la gran mayoría de los ciudadanos, que en ciudades y poblaciones enarbolaron banderas chilenas.69

Las Fuerzas Armadas eran las únicas instituciones organizadas y jerarquizadas que podían salvar al país de su autodestrucción pues, como dice Julián Marías:

"Cuando se habla de Fuerzas Armadas lo primario no son las armas ni siquiera las fuerzas. Esto es paradójico. Lo primario es la organización, es el orden, es la cadena jerárquica, es, en definitiva, la autoridad; pero la autoridad como poder moral, es decir, a última hora, como poder espiritual. Las Fuerzas Armadas, si lo son, lo que no pueden ser jamás es fuerza bruta, en modo alguno; si las Fuerzas Armadas se reducen a fuerza bruta, entonces ya no son lo que son, ya no son lo que tienen que ser, justamente es la violación radical de lo que las constituye.

La fuerza militar no es fuerza bruta sino espiritual. Lo único que puede mover racionalmente al enfrentamiento armado y a soportar debidamente los sacrificios que impone es la ilusión de un ideal por el que valga la pena luchar, y éste sólo puede provenir del espíritu. Si ese ideal no existe o se pretende crear de manera artificial, la ilusión no se produce y el móvil desaparece reduciéndose así los ejércitos a fuerza bruta, incapaz de cumplir satisfactoriamente las misiones para las que fueron creados.

Vivimos en una época de crisis, una crisis dentro de la sociedad. Estamos en un mundo definido por una crisis general de legitimidad de la autoridad.70 Pues bien, en épocas de crisis social y especialmente de crisis de la legitimidad, las Fuerzas Armadas frecuentemente son el resto de la legitimidad: por lo que tienen de organización jerárquica, por lo que tienen precisamente de autoridad, suelen ser lo que queda, el resto de la legitimidad en crisis.

Yo creo que esto es lo más valioso que tienen, y lo más necesario para una sociedad. Diríamos así que en este sentido, en estas circunstancias, las Fuerzas Armadas representan el rescoldo de una legitimidad más amplia que ha estado comprometida, o que está apagada; el rescoldo para volver a encenderla. A veces se puede, sobre las cenizas, sobre el rescoldo de un fuego que ha ardido, volver a encenderlo y pueden brotar nuevamente las llamas. Esta es la función capital que tendría ese precioso, inestimable rescoldo de la legitimidad".71

Es por todas estas razones que se ha definido a las Fuerzas Armadas como "una institución especializada para resguardar y asegurar, en última instancia, los valores sagrados de una sociedad"72 o según la conocida sentencia de Oswald Spengler: "siempre ha sido un puñado de soldados el que, en último término, ha salvado la civilización".

Las Fuerzas Armadas existen para apoyar la política exterior e interior de los Estados. Ellas no tienen más ideología y norma que el servicio a la patria, y como meta una misión de convivencia pacífica internacional y de paz interna.

A la luz de todos estos antecedentes, cabe concluir que la intervención militar fue el resultado de una rebelión civil contra la tiranía y la opresión; intervención que fue inevitable y legítima en virtud del derecho de rebelión o del derecho de resistencia a la opresión; derecho reconocido a los pueblos frente a gobernantes de origen ilegítimo o que teniendo origen legítimo han devenido en ilegítimos durante su ejercicio. El derecho de resistencia a la opresión es un derecho inmanente a toda sociedad política organizada de rebelarse ante un régimen opresor, que niega los derechos y las garantías ciudadanas. Según el Catecismo de la Iglesia Católica, "la resistencia a la opresión de quienes gobiernan no podrá recurrir legítimamente a las armas sino cuando se reúnan las condiciones siguientes: 1) en caso de violaciones ciertas, graves y prolongadas de los derechos fundamentales; 2) después de haber agotado todos los otros recursos; 3) sin provocar desórdenes peores; 4) que haya esperanza fundada de éxito; 5) si es imposible prever razonablemente soluciones mejores".73 El día 11 de septiembre de 1973 se reunían todas estas condiciones.


15.Instalación de la Junta

En el apartado relacionado con la asunción del poder y la instalación de la Junta Militar de Gobierno el autor dice que se trató de una decisión colegiada, de cuatro mandos simultáneamente y de instituciones organizadas y jerarquizadas.

También nos dice que la situación de Carabineros se definió el mismo día 11, cuando el General Director titular, José María Sepúlveda Galindo, partidario del Gobierno, fue notificado de que su cargo lo ha asumido el general César Mendoza Durán, que será parte de la Junta.

La Junta asumió el poder tras anunciarlo así por cadena nacional de emisoras a alrededor de las ocho horas del 11 de septiembre de 1973. El primer comunicado fue redactado por dos oficiales de la Armada, el auditor general Sergio Vío y el capitán de navío abogado Sergio Rillón.


16.Legitimidad del nuevo gobierno

En este apartado el autor dice:

"Desde un primer momento el régimen militar tuvo un mayoritario y amplio apoyo ciudadano, aunque el transcurso del tiempo y la intensa propaganda internacional contraria a ese régimen haya hecho olvidarlo.

En octubre de 1973 el Colegio de Abogados reflejó la opinión interna dominante y dirigió una comunicación a sus organizaciones congéneres del exterior, que posteriormente se publicó en la Revista de Derecho y Jurisprudencia del mismo mes. Estaba firmada por el presidente del Colegio, el más destacado jurista democratacristiano de ese tiempo, Alejandro Silva Bascuñán, y argumentaba lo siguiente sobre la toma del poder por las Fuerzas Armadas y Carabineros:

“Han concurrido, pues, a juicio del Colegio de Abogados, en el caso de Chile, todas las condiciones doctrinarias para estimar como legítima la rebelión armada que depuso al Gobierno anterior. Y es obvio que, como dice un autor, ‘si es legítimo deponer a una autoridad ilegítima, quien la reemplace a través del ejercicio legítimo del derecho de rebelión, necesariamente tendrá que tener un título de origen legítimo (que es posterior a la rebelión). Sería absurdo que existiera un derecho legítimo de rebelión y no se pudiera reemplazar la autoridad ilegítima, ya que no se puede dejar vacante el ejercicio del poder’.

En este sentido, como el bien común exige que el orden jurídico no permanezca por largo tiempo sin ninguna autoridad legítima, el título de la que ha tomado el poder le ha de permitir dictar una normativa jurídica de emergencia o irregular desde el punto de vista de su forma, pero que tendrá la validez o eficacia de una legislación normal. Tal es el caso de la que se está dictando y aplicando en Chile desde el 11 de septiembre último”.

Es decir, si fuera por la rigurosidad histórico-jurídica, quienes hoy hablan de “la dictadura” serían más precisos si aludieran al “gobierno legítimo” que nos rigió de 1973 en adelante".

Por nuestra parte citaremos a Jaime Guzmán quien, al respecto, dijo:

"La legitimidad de origen moral y jurídica, del nuevo Gobierno Militar encuentra amplia base en la doctrina clásica de las Fuerzas Armadas y de Orden de Chile. Como símbolo de expresión suprema que ellas son de la nacionalidad, no les corresponde intervenir ni pronunciarse en las luchas de la política contingente. Pero cuando desbordando el campo de las pugnas ideológicas y partidistas, se amenazan los fundamentos mismos de la Patria, ésta encuentra y reclama en los Institutos Armados su última salvaguardia. A esa histórica responsabilidad responde el movimiento militar del 11 de septiembre (...). Y al hacerlo, se cumplió con la obligación que compete a la Fuerza Pública: garantizar la seguridad nacional y evitar la agresión sangrienta de una minoría ilegalmente armada en contra de una mayoría que estaba desarmada, precisamente, porque confiaba en nuestros Institutos Armados".74


17.¿De quién fue la culpa? Responsabilidades ¿personales o institucionales?

En un apartado titulado '¿De quién fue la culpa?', el autor transcribe lo manifestado por el expresidente Eduardo Frei Montalva en su carta a Mariano Rumor de fecha 8 de noviembre de 1973: "la responsabilidad íntegra de esta situación —y lo decimos sin eufemismo alguno— corresponde al régimen de la Unidad Popular instaurado en el país".

Por nuestra parte agregaremos lo dicho por Jaime Guzmán Errázuriz: "la responsabilidad principal del grueso de las violaciones a los derechos humanos ocurridas en la etapa posterior al 11 de septiembre del 73 corresponde a quienes desataron la situación de guerra civil, más que a aquellos militares que cometieron esos actos como parte de la difícil tarea de conjurar la guerra civil. No estoy señalando que esos uniformados que hayan transgredido los derechos humanos no tengan responsabilidad en los hechos. Lo que estoy señalando es que los máximos dirigentes de la Unidad Popular tienen una responsabilidad todavía mucho mayor en los dolores que sufrieron sus seguidores, como resultado del cuadro de guerra civil al cual los arrastraron".75

El clima de odio y de violencia existente en la época en la que ocurrió la mayor parte de los hechos que ahora lamentamos, fue el marco de los excesos y delitos cometidos por algunos miembros de las instituciones armadas.76 Ello no los justifica, pero sí explica la violencia e irracionalidad de algunos actos. No debemos olvidar que los denominados “violadores de los derechos humanos” estaban enfrentando una cruenta guerra irregular, contra grupos subversivos armados, guerrilleros y terroristas que asesinaban a mansalva —especialmente a carabineros—, que destruían bienes materiales públicos y privados, que atentaban contra los derechos humanos de todos los chilenos, y que socavaban la convivencia nacional y al propio Estado; cuyas acciones terroristas no cesaron ni siquiera después de 1990.77 Al respecto, bastaría mencionar el asesinato del senador Jaime Guzmán Errázuriz.78

A continuación expondremos algunos comentarios que nos parecen pertinentes en relación con este tema.

Alfred de Vigny, hace casi dos siglos, en su obra Servidumbre y grandeza militares, escribió: "Cuando el soldado se ve obligado a tomar parte activa en las disensiones entre civiles pasa a ser un pobre héroe, víctima y verdugo, cabeza de turco sacrificado por su pueblo, que se burla de él. Su existencia es comparable a la del gladiador y cuando muere no hay por qué preocuparse. Es cosa convenida que los muertos de uniforme no tienen padre, ni madre, ni mujer, ni novia que se muera llorándolos. Es una sangre anónima. Y, cosa frecuente, los dos partidos que estaban separados se unen para execrarlos con su odio y con su maldición".

¡Qué enorme verdad encierra este lúcido pensamiento!, ¡qué notable paralelo con nuestra situación actual, donde tanto los partidarios de la Unidad Popular como sus tenaces opositores de entonces79 no han ahorrado palabras ni acciones de condena respecto a la actuación de los militares el 11 de septiembre de 1973 y durante los años siguientes!

La verdad de lo ocurrido en aquella época ha sido completamente distorsionada por los medios de comunicación social y por un proceso cultural y educativo de desinformación, con el que se pretende instalar una historia oficial y ocultar o borrar del inconsciente colectivo del pueblo chileno los horrorosos crímenes cometidos por los subversivos y lo que habría ocurrido si éstos hubiesen logrado sus propósitos.

Así fue como, por arte de birlibirloque, los guerrilleros y terroristas pasaron a convertirse en héroes y en víctimas, y los militares en el chivo expiatorio de todos los pecados cometidos en una época trágica y turbulenta.

Ellos pasaron a cargar con todas las culpas de los políticos que exacerbaban el odio y la lucha de clases, que predicaban y practicaban la violencia armada como un medio legítimo para alcanzar el poder total, que pretendían “destruir el aparato burocrático-militar” del Estado e instaurar en Chile un régimen totalitario marxista al estilo cubano y que son los grandes responsables del quiebre del orden institucional y de la democracia, y de la consiguiente intervención de los militares y de sus secuelas. Así, quedan liberados de culpas quienes condujeron a Chile a la anarquía y desataron la situación objetiva de guerra civil,80 cuyo estallido material en toda su gravedad era solo cuestión de tiempo, y cada vez más inminente.

Es por eso que los militares deben ser sacrificados. A ellos se les debe perseguir y condenar, sea como sea. A ellos hay que aplicarles el lema "ni perdón ni olvido" y el "derecho penal del enemigo".81

A los militares hay que condenarlos a toda costa, sin importar si son inocentes, si están legalmente exentos de responsabilidad criminal o si su culpabilidad está atenuada o es inexistente.

Hay que condenarlos, sin importar lo que diga la ley y aunque no existan pruebas suficientes para ello.

Hay que condenarlos, sin importar que ellos tuvieron que exponer sus vidas en su ingrata tarea de reprimir a la guerrilla y al terrorismo, lo que era necesario para dar tranquilidad a la población y para poder reconstruir un país que estaba destruido hasta sus cimientos.

Y hay que condenarlos, sin importar si para ello es preciso vulnerar principios esenciales del derecho penal, tales como los de legalidad, irretroactividad de la ley penal más gravosa, culpabilidad, cosa juzgada, presunción de inocencia, carga de la prueba, debido proceso, igualdad ante la ley, etc.

Y tampoco importa si para condenarlos hay que atropellar garantías o derechos que no solo están amparados constitucionalmente, sino que además en diversos tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.

Nada de lo anterior importa. Todo principio del derecho penal, toda norma jurídica, toda legalidad, toda garantía constitucional, toda verdad, toda justicia, toda decencia y todo buen sentido pueden ser atropellados si ello es necesario para satisfacer los ánimos de odio y de venganza, y encarcelar a quienes le devolvieron a la nación la democracia y la tranquilidad exigida por la sociedad chilena.

Para los militares no existen ni principios humanitarios ni convenios internacionales ni ley alguna que los favorezca, pero que sí les son aplicados a los terroristas y a los ciudadanos que no son militares.82

Lamentablemente, tamaña corrupción no conmueve a nadie. Sobre esto nadie habla. La sociedad guarda silencio, en general por ignorancia. Y la dirigencia política también guarda silencio, pero este silencio es doloso.

La verdad es que en el año 1973, ante la gravísima situación que se vivía; la anarquía, la violencia generalizada y el terrorismo; las amenazas con el paredón a los opositores al régimen —según marchaban y vociferaban por las calles, desafiantes y enfermos de odio, chilenos adoctrinados en el marxismo: "¡los momios al paredón y las momias al colchón!"—83; la pérdida de las libertades; la usurpación de propiedades y la expropiación de tierras e industrias; el desabastecimiento y la destrucción de la economía, de las instituciones políticas y de la democracia; la inminencia de una guerra civil —con su secuela de cientos de miles de muertos, como ocurrió en España— y el riesgo de la instauración de una dictadura totalitaria en nuestra patria, la enorme mayoría de la ciudadanía, angustiada y desesperada, pidió la intervención de los militares para que ellos, en nombre del pueblo, ejercieran el legítimo derecho de rebelión o de resistencia a la opresión.

Sin embargo, esos mismos que pidieron a gritos la intervención militar y que se beneficiaron de la exitosísima gestión del Gobierno de las FF.AA. y de Orden84 y de los prodigiosos cambios que tuvo Chile, ahora dicen: ¡Qué horror, hubo muertos, torturados y desaparecidos!; yo nunca justifiqué el golpe; yo voté por el NO en el plebiscito; yo siento una "especial sensibilidad por quienes vieron sus derechos conculcados durante el gobierno militar".85

¿Y quiénes sienten una especial sensibilidad por los militares y carabineros que murieron, que quedaron mutilados o incapacitados, y que expusieron sus vidas para salvar a Chile y a los chilenos y que actualmente son sujetos del odio y de la venganza?

¿Y quiénes sienten una especial sensibilidad por los militares que son 'presos políticos'; es decir, aquellos que están privados de libertad no en virtud de la aplicación de las leyes, sino que por simulacros de juicios que las atropellan y cuyas sentencias condenatorias se encuentran descalificadas como actos judiciales válidos?

Quienes imploraban la intervención militar ahora reniegan del gobierno militar y se alían con los grandes causantes de la tragedia. ¡Qué gran hipocresía!

Ellos han popularizado el grito de "¡Nunca más!" —refiriéndose a dicha intervención militar—; un grito que es inútil si no añadimos otro: ¡Nunca más el contexto y las condiciones que la originaron: la prédica y la práctica del odio y de la violencia, el aplastamiento de la vida, del honor, de la libertad y de los bienes del prójimo!

Lamentablemente, hay una gran verdad olvidada: la actividad guerrillera y terrorista —llevada a cabo por diversos movimientos que promovían la lucha revolucionaria armada— que fue la que dio origen a las actividades represivas que le siguieron por parte de los organismos de seguridad del Estado.

Al respecto es preciso destacar que el deber primero del Estado, y que antecede a todos los demás, es el de mantener la seguridad de la comunidad nacional, el orden público y el Estado de Derecho; pues sobre tales bases descansan todas las actividades o empresas personales o nacionales que se proyecten.

Por otra parte, debemos considerar que la denominada guerrilla lleva a cabo una verdadera guerra; una guerra revolucionaria que es irregular y solapada; que no respeta ninguna ley bélica ni moral, mata a mansalva, tortura, daña a inocentes y destruye de modo insensato e inútil bienes productivos.

Para llevar a cabo con éxito la colosal tarea de reconstruir a una nación en ruinas y para recuperar el orden necesario para desarrollar las diversas actividades nacionales —productivas y de toda índole— era imprescindible desbaratar la acción de los subversivos armados, terroristas y guerrilleros (urbanos y rurales) para lo cual fue preciso utilizar la violencia legítima del Estado. A contar del 11 de septiembre de 1973 y durante los años siguientes, los militares y carabineros estuvieron en guerra contra el enemigo constituido por referidos subversivos, guerrilleros y terroristas.

Curiosamente, se da el caso en nuestra patria que el sentido de la expresión latina vae victis, que significa "¡Ay de los vencidos!" —para hacer notar la impotencia del vencido ante el vencedor: para los vencidos son el deshonor, la infamia y la muerte— habría que invertirlo por "¡Ay de los vencedores!", dado que los perseguidos son los militares que se vieron obligados a enfrentar a quienes llevaban a cabo una cruenta guerra subversiva a fin de instaurar un régimen totalitario marxista en nuestra patria.

En nuestra patria ocurre lo contrario: el deshonor, la infamia y la muerte han recaído en los vencedores; en los militares que con su sacrificio, su esfuerzo y su sangre resultaron vencedores en un enfrentamiento armado, evitaron una guerra civil y salvaron a Chile. Esos mismos militares, con la cooperación de numerosos civiles amantes de su patria, lo reconstruyeron, lo pusieron a la cabeza de los países más exitosos de Hispanoamérica y lo convirtieron en un ejemplo y en un modelo para salir del subdesarrollo.

En Chile los honores, los monumentos, las prebendas y las indemnizaciones son para los vencidos; para quienes utilizando la violencia revolucionaria fratricida y la guerrilla guevarista pretendían sustituir la democracia por una tiranía comunista y sojuzgar a nuestra patria bajo una potencia extranjera, renunciando a nuestra libertad, soberanía e independencia.

¿Cómo ha podido producirse esta paradoja de que los militares son perseguidos como criminales y los guerrilleros y terroristas son tratados como héroes y como 'víctimas'? Gracias a la tergiversación de la historia; a la hábil manipulación del "discurso de los derechos humanos"; a las diversas manifestaciones de odio y de venganza que se mantienen vigentes hasta el día de hoy; y a la desidia, pusilanimidad, cobardía, deslealtad y desagradecimiento de los que ayer angustiados y desesperados pedían a gritos a los militares que ejercieran el legítimo derecho de rebelión —y que se beneficiaron de los prodigiosos cambios que tuvo Chile— y que hoy reniegan del gobierno militar y se alían con los grandes causantes de la tragedia.

Quienes se vieron obligados a combatir a los miles de guerrilleros y terroristas que estaban dispuestos a matar y a morir por la revolución; que llevaban a cabo una cruenta guerra subversiva; que asesinaban a cientos de militares, carabineros y personas inocentes; que cometían gravísimos crímenes y que destruían bienes productivos y de utilidad pública, están siendo objeto de una persecución política que se realiza en sede judicial prevaricadora; una persecución inicua, vestida con un ropaje de legalidad.

Para los militares el Estado de Derecho no existe. Ellos son sometidos a procesos judiciales que en realidad son simulacros de juicio, puesto que en ellos los jueces —salvo honrosas excepciones— aplican torcidamente las leyes, con la finalidad de condenarlos sea como sea y así cumplir con el lema "ni perdón ni olvido". Por esta razón los militares privados de libertad son 'presos políticos'; porque han sido condenados en virtud de procesos judiciales en los que los jueces atropellan consciente y deliberadamente las leyes por motivaciones políticas. Tales 'presos políticos' son, en rigor, víctimas de secuestros cometidos por el Estado. Las sentencias dictadas en contravención a la Constitución y a las leyes constituyen una clara manifestación de violencia estatal.

El objetivo de estos simulacros de juicio no es hacer justicia, sino cobrar venganza. Se trata de juicios políticos en los que se criminaliza solo al sector castrense; los terroristas del pasado siguen indemnes, amnistiados o indultados y, en muchos casos, ostentando altos cargos en el gobierno y en el Congreso; mientras que los políticos culpables del desastre, en quienes recae la responsabilidad principal de las lamentables violaciones a los derechos humanos ―fundamentalmente en los máximos dirigentes de la Unidad Popular que desataron una lucha fratricida y en quienes promovieron la violencia revolucionaria y llevaron a efecto una cruenta guerra subversiva— y de los dolores que sufrieron sus seguidores, miran para otro lado y no asumen su responsabilidad.

Finalmente diremos: ¿Es justo que tratándose de una gravísima crisis política y social, en un ambiente de odio, de anarquía y de violencia desatada provocada por los políticos civiles, en la cual las FF.AA. y de Orden no tuvieron responsabilidad alguna, carguen con la culpa solo los uniformados?

En las causas "de derechos humanos", por supuestos delitos ocurridos hace más de cuatro décadas, han sido condenados quienes eran en aquel tiempo jóvenes militares —muy subalternos, conscriptos incluso— a altísimas penas de presidio y el Estado de Chile a pagar cuantiosas indemnizaciones.

Al respecto surge una pregunta: las responsabilidades en estos casos: ¿son personales o institucionales? Si son personales: ¿por qué paga el Estado, es decir todos los chilenos? Y, si son institucionales: ¿por qué pagan los militares, que no actuaron motu proprio sino que en cumplimiento de órdenes superiores?

En efecto, los militares y carabineros que debieron cumplir tareas de seguridad interior —a fin de afrontar la violencia revolucionaria, la subversión y el terrorismo— no actuaban por cuenta propia: ellos estaban cumpliendo órdenes dictadas por sus mandos institucionales; razón por la que son las respectivas instituciones las que deberían haber asumido la defensa judicial de sus miembros o exmiembros acusados por delitos de violación de derechos humanos.

Sin embargo, no se tiene conocimiento de que las instituciones armadas hayan asumido o costeado las defensas judiciales de estos servidores de la patria o que los hayan defendido en las instancias políticas o judiciales correspondientes; y, si lo han hecho privadamente, sus gestiones han sido infructuosas. Da la impresión de que ellas los dejaron abandonados a su propia suerte —caídos tras las líneas enemigas— vulnerando gravísimamente la virtud por antonomasia entre los hombres de armas: la lealtad.


18.Estado de sitio y Decreto Ley Nº 5

En el apartado 'Estado de sitio y el primer libro post-11' el autor dice:

"Por decreto ley Nº 3, dictado el mismo 11 de septiembre de 1973, se declaró el Estado de Sitio en todo el país, ante la necesidad de combatir a los grupos armados que se habían organizado a lo largo del territorio durante años.

Un día después se estimó insuficiente el conjunto de facultades conferidas por el Estado de Sitio para disuadir la resistencia armada interna y se dictó el decreto ley Nº 5 que, fundado en “la situación de conmoción interna en que se encuentra el país” y en la “necesidad de reprimir en la forma más drástica las acciones que se están cometiendo en contra de la integridad del personal de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de la población en general”, en su artículo primero declaró, interpretando el artículo 418 del Código de Justicia militar, que el Estado de Sitio impuesto por conmoción interna según el decreto ley Nº 3 del día anterior, debía entenderse como “estado de tiempo de guerra” para los efectos de la aplicación de la penalidad de ese tiempo contenida en el referido Código y demás leyes penales y para todos los efectos de dicha legislación.

De este decreto ley han tomado pie en los últimos años los tribunales de justicia para resolver que en Chile hubo un “estado de guerra interno”, lo cual no tiene fundamento, porque sólo se hizo referencia a este estado para efectos de la penalidad aplicable y no para los demás propios de un estado de guerra interno”".

Por nuestra parte agregaremos que en el caso chileno los Convenios de Ginebra no son aplicables por cuanto no se dieron los supuestos de hecho de una guerra interna o de un conflicto armado no internacional, respecto de los cuales obligan sus disposiciones. No hubo cuerpos armados que bajo una organización bélica se hubieran enfrentado en un clima de guerra, disponiendo cada bando de algún territorio, que son las condiciones de aplicabilidad de dichos convenios.86


19.Inventario de la residencia presidencial de Tomás Moro

El autor relata lo dicho al comandante de la Armada Roberto Kelly por el notario Rafael Zaldívar, después de haber hecho un inventario de todos los bienes existentes en la residencia presidencial de Tomás Moro.

"Según Zaldívar, no sólo había una gran cantidad de armamento y explosivos, material médico y elementos de primeros auxilios, valiosos cuadros, una bodega de víveres y licores, sino también mucho desorden y material “no muy santo” que no vale la pena comentar".

Según lo relatado a quien les habla por el yerno del almirante Merino, "el Almirante ordenó destruir todo el material “no muy santo” porque tal inmoralidad era un desprestigio para la institución Presidencia de la República y que no era aceptable que en la historia de Chile quedara registrado que uno de sus presidentes era degenerado".

A mi juicio fue una decisión muy lamentable, puesto que si dicho material hubiese sido conservado estaría siendo exhibido en un lugar destacado del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos.


20.La imagen internacional y el arte de la desinformación

En el apartado 'La imagen internacional' el autor comienza citando al teniente coronel Patrick J. Ryan, miembro de la misión naval de Estados Unidos en Chile entre 1972 y 1976, quien en noviembre de ese último año escribió un artículo titulado El Chile de Allende y los mil días perdidos, en el cual expresó:

"Durante diez años, los Estados Unidos luchó contra el comunismo en Vietnam, país localizado a una 7 mil millas de las costas de California, con una trágica pérdida de 55 mil vidas norteamericanas, seis veces más la cantidad anterior en heridos, sin tomar en cuenta el tremendo costo de 150 mil millones de dólares. ¡Perdimos la guerra!

Por otro lado, la República de Chile, situada en nuestro hemisferio, luchó contra el comunismo en el patio trasero de los Estados Unidos, sin la ayuda de los B-52, de la VII Flota y sin la visita de Bob Hope. Ningún dedo norteamericano apretó gatillos de M-16, ningún desfile horroroso de ataúdes envueltos en la bandera norteamericana fue enviado vía aérea diariamente desde Santiago de Chile para ser sepultados en los Estados Unidos. Lo que es más aún, sin nuestra ayuda y sin sentirse abrumados con nuestra táctica de ‘respuesta calculada’, los chilenos derrotaron al comunismo.

El gobierno de los Estados Unidos no ha aplaudido esta brillante derrota del comunismo, pero, en forma increíble, nuestro Senado y el Congreso, por medio de la Enmienda Kennedy al Acta de Ayuda al Extranjero, han terminado toda la ayuda militar al nuevo gobierno anticomunista de Chile. ¿Por qué?".87

Más adelante, en el apartado 'Newsweek inventa cadáveres' el autor cita lo escrito en varias revistas acerca de la situación chilena.

"La revista norteamericana Newsweek del 8 de octubre de 1973 publicó el reportaje más calumnioso y falso de todos los medios de ese país, obra del periodista John Barnes. Ese artículo hizo un enorme daño a Chile pues sirvió de base al senador Kennedy para hacer aprobar la prohibición de vender armas a nuestro país. Titulado “Matadero en Santiago”, aseveraba que la Junta se había deshecho de 2796 santiaguinos, que aseguraba haber visto en la morgue durante el golpe".

Luego, en el apartado 'El arte de la desinformación' el autor dice:

"En 1976 el New York Times publicó 66 artículos sobre abusos de derechos humanos en Chile y sólo cuatro sobre Camboya, donde el Khmer Rouge mató a 1,5 millones de personas del total de la población de 7,5 millones.

El grueso de la campaña de desinformación acerca de Chile en el mundo lo llevó a cabo la Unión Soviética.

El verdadero escándalo radica en que los medios de comunicación occidentales son en parte voluntaria y en parte involuntariamente, cómplices de estas maquinaciones de Moscú.

La revista ‘Stern’ describió como sacrificio por el pronunciamiento en contra de Allende, realizado en septiembre de 1973: “2000 cadáveres flotaban en el río Mapocho que corre a través de Santiago”.

Los medios de comunicación occidentales divulgaban las mentiras más atroces contra Chile, como una fotografía en la que se veía una enorme plaza con muchos árboles. De cada árbol colgaba un cadáver y al fondo se podía ver el Hotel O’Higgins. Se trataba de la Plaza Vergara en Viña del Mar, donde nunca ocurrió tal cosa".

Y, en el apartado 'El Departamento D del KGB' el autor señala:

"La desinformación es un arte totalitario. Lo practicó el nacional-socialismo bajo Hitler y a través de Goebbels, quien sostenía que “una mentira mil veces repetida termina por parecer verdad”.

El servicio secreto soviético, el KGB (Komitet Gosudarstvenoy Besopastnosti) Comité de Seguridad del Estado, tenía un “Departamento D” de Desinformatsiya destinado a fabricar mentiras en todo el mundo para favorecer al comunismo.

La desinformación reviste múltiples modalidades y hasta la prensa más seria resulta infiltrada por ella.

El historiador Paul Johnson ha escrito que la máquina de propaganda de la URSS tuvo éxito en demonizar a Pinochet entre las élites habladoras del mundo, lo cual fue el último triunfo del KGB antes de que desapareciera en el basurero de la historia. Esa gigantesca tarea propagandística del comunismo internacional fue muy importante, porque predispuso a la opinión pública mundial contra la Junta, al crear una imagen de grandes derramamientos de sangre inexistentes.

Por ejemplo, la prestigiada revista inglesa The Economist, que inmediatamente después del 11 de septiembre publicó un artículo favorable al pronunciamiento, a la semana siguiente ya había virado completamente, tras ser lapidada por la crítica izquierdista mundial, pasando a convertirse en ácida denostadora del mismo, arrastrada por la ola originada en Moscú.

Hasta un historiador crítico del Gobierno Militar en materia de derechos humanos, como Gonzalo Vial, ha reconocido que “la campaña de la U.R.S.S. cooperó decisivamente al ostracismo internacional del régimen militar y, como suplemento, a fijar sin vuelta la imagen ‘ogresca’ de Pinochet”.

Durante los 16 años y medio de la Revolución Militar Chilena se mantuvo una divergencia total entre lo que opinaban los residentes extranjeros en Chile, de diversas nacionalidades, que eran abrumadoramente partidarios de la Junta, con lo que creía la opinión pública predominante de sus respectivos países, inundada por la propaganda anti-Junta".

Ahora nos referiremos al apartado titulado 'Y un tiempo (Time) para mentir', en que el autor comenta el sesgo negativo de la revista Time respecto a la Revolución Militar Chilena y cita una publicación de enero de 2006 en que dicha revista dice que: "Michelle Bachelet fue torturada por Pinochet".

"Yo me burlé de ello —nos dice el autor— en mi columna de El Mercurio, como testigo presencial de una declaración en TV de la propia Michelle Bachelet en el sentido de que, cuando estuvo detenida cinco días en enero de 1975 como ayudista del MIR, no fue torturada. Pero mi burla obedeció básicamente a que Time identificara al ex Presidente como su torturador".

Por último, como parte de esta campaña de desinformación, citaremos un extracto del apéndice de la obra que estamos presentando, titulado La 'fortuna' de Pinochet.88

Al respecto, el autor dice:

"Probablemente el lavado cerebral que se ha hecho a nivel chileno y mundial a propósito de la cuenta del ex Presidente Pinochet en el Banco Riggs, de Washington, ha dañado más su imagen que cualquier otra acusación de las muchas propaladas antes en su contra.

La campaña resultó tan devastadora como carente de fundamento y el escándalo terminó en nada, judicialmente. Todos los acusados fueron sobreseídos, pero eso recibe poca o nula atención de la prensa. Luego, perviven “la fortuna de Pinochet”, los “millones de dólares en el Riggs”, ambos inexistentes, y el enriquecimiento ilícito del gobernante que nunca tuvo lugar.

Es que fue condenado en “el juicio por los diarios”, aunque haya sido sobreseído por la justicia".

El autor dedica varias páginas a describir la situación procesal del ex Presidente y el caso de un proceso iniciado por una cuenta de Pinochet en el Banco Espíritu Santo de Miami, al que fueron sumados varios de sus oficiales ayudantes. El proceso, iniciado por una demanda de abogadas de izquierda —por supuesto 'lavado de dinero', 'malversación de caudales públicos' y 'fraude al fisco'— quedó en manos "del más izquierdista de todos los jueces, Carlos Cerda", quien sostenía la tesis de que "si él no estaba de acuerdo con las leyes, peor para las leyes".

"Tras su paroxismo inicial de ordenar la detención de toda la familia, Cerda alcanzó su epifanía cuando fue a interrogar a su casa al ya anciano y decaído ex Presidente y comenzó con la siguiente pregunta de antología: A ver, cuénteme sus diabluritas. Eso escandalizó hasta a los más críticos de Pinochet, como lo expresó el historiador Gonzalo Vial en su columna de La Segunda".

Los lavadores de cerebros se superaron a sí mismos, tratándose del patrimonio del ex Presidente Pinochet, y llegaron a un verdadero paroxismo cuando dijeron haber descubierto ¡9620 toneladas de oro! del ex mandatario en Hong Kong. ¡185 mil millones de dólares! ¡El hombre más rico del planeta! ¡Todo el PIB chileno en sus bolsillos, y no lo sabíamos! Multiplicaba por más de tres veces la fortuna de Bill Gates.

La noticia la dio un corredor de valores de Los Ángeles, California, Al Landry. Inmediatamente el Gobierno de la Concertación, a través del ministro de RR. EE., Alejandro Foxley, la validó y declaró que "fue entregada por una fuente fidedigna".

Joan Garcés, el abogado español, representante de la Fundación Allende se aprestaba, según anunciaba, a embargar los lingotes del general.89

Finalmente, en relación con la desinformación, cabría comentar que la creación de la Comisión Asesora contra la Desinformación90 —creada recientemente— es, en principio, atentatoria contra la libertad de expresión y los principios democráticos; que puede caer en la censura, en la condena al 'negacionismo' y promotora de una 'ley mordaza'. Es sumamente preocupante que el Gobierno busque mecanismos institucionales para tratar de decir cuál es la verdad, cuál es la mentira, cuál es la información correcta y cuál es la 'desinformación'. Nuestra Carta Magna consagra la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado.

Esta Comisión podría establecer una 'verdad oficial' y censurar a quienes no compartan esa 'verdad' y llegar a convertirse en una especie de Stasi de la RDA, a fin de erradicar cualquier forma de oposición al régimen.


21.Declaraciones del Episcopado

En el apartado titulado '“Otra voz” del Episcopado' el autor dice:

"En septiembre de 1975 se registró la declaración Evangelio y Paz del Episcopado chileno, cuyo contenido y tono no concordó con mucho de lo que los obispos —y el Cardenal Arzobispo Silva Henríquez— habían dicho y hecho antes con respecto al Gobierno Militar suscitando la molestia oficial.

Pero esa declaración ha sido citada posteriormente en Cartas a El Mercurio del abogado Sergio García Valdés, en el libro Desde las Cenizas de James Whelan y en Iglesia y Dictadura, de Enrique Correa y José Antonio Viera-Gallo, sin saberse de desmentido alguno por parte de los obispos ni la Iglesia. Ella expresó, inesperadamente, lo siguiente:

“Nosotros reconocemos el servicio prestado al país por las Fuerzas Armadas, al liberarlo de un dictadura marxista que parecía inevitable y que había de ser irreversible. Dictadura que sería impuesta en contra de la mayoría del país y que luego aplastaría a esa mayoría. Por desgracia muchos otros hechos que los propios partidarios del pasado gobierno hoy critican y lamentan, crearon en el país un clima de sectarismo, de odio, de violencia, de inoperancia y de injusticia, que llevaba a Chile a una guerra civil o a una solución de fuerza. Lo ocurrido en tantos otros países del mundo en que minorías marxistas han impuesto o han tratado de imponer su dictadura contra la inmensa mayoría de sus habitantes, y no pocas veces con ayuda extranjera, era una clara advertencia de lo que podía suceder en Chile. Que estos temores no eran cosa del pasado lo demuestran, entre otros, la actual situación en Portugal o lo que se puede sospechar ocurre en Vietnam del Sur o en Camboya. Es evidente que la inmensa mayoría del pueblo chileno no deseaba ni desea seguir el destino de aquellos países que están sometidos a gobiernos marxistas totalitarios. En ese sentido, creemos justo reconocer que las fuerzas armadas interpretaron el 11 de septiembre de 1973 un anhelo mayoritario, y al hacerlo apartaron un obstáculo inmenso para la paz”.91
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